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La presente investigación de proyecto de desarrollo de tesis lleva por título “Responsabilidad 
por infracción penal del adolescente y la medida socioeducativa privativa de libertad, Distrito 
Judicial de Lima Norte, 2017”, tuvo como su objetivo general analizar de qué manera se 
vulnera la responsabilidad por infracción penal del adolescente con la medida socioeducativa 
privativa de libertad en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 y como sus objetivos 
específicos analizar de qué manera el internamiento del menor afecta la finalidad 
rehabilitadora de la pena y analizar de qué manera la privación de la libertad afecta el interés 
superior del menor en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017.  
En cuanto a la metodología de investigación se aplicó el tipo de estudio de enfoque 
cualitativo, de finalidad básica y de nivel descriptivo y cuanto al diseño de investigación se 
aplicó el diseño de la teoría fundamentada. Asimismo, se aplicó el muestreo no probabilístico 
intencional aplicada a 10 especialistas en materia de derecho penal la misma que se realizó 
en el distrito judicial de Lima Norte. En cuanto a los instrumentos aplicados en la presente 
investigación fueron las guías de entrevista y las fichas de análisis de fuentes documentales. 
En cuanto al procedimiento de la investigación está ser realizó en 6 capítulos empezando por 
la introducción, métodos, resultados, la discusión, conclusiones y las recomendaciones. 
Asimismo, los métodos de análisis de la información aplicado fueron el método descriptivo, 
explicativo, exegéticos, inductivo, dogmático jurídico y analíticos.  
Finalmente, en cuanto a los resultados obtenidos se llegó a determinar qué el tratamiento 
normativo de la responsabilidad de adolescente sancionado con pena privativa de libertad es 
contrario a los fines de la pena y el interés superior del menor. En ese orden se llegó a la 
conclusión que la responsabilidad penal del adolescente por infracción penal es vulnerada 
mediante la aplicación de las medidas socioeducativas privativas de libertad; ya que no se 
cumple ni se garantiza la rehabilitación del menor, ni se cumple con la infraestructura 
penitenciario, servicios básicos como educación, salud y recreo entre otros, las mismas que 
vulneran el adecuado desarrollo formativo y el interés superior del menor. 







In the present investigation, the investigation into the "Criminal Offenses and Criminal 
Offenses of the Liberal, Social and Criminal Division of Lima Norte, 2017", is a general 
analysis of the vulnerability of the responsible person infracción penal del adolescente con 
di medida socioeducativa privativa de libertad el el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 and 
the above objectivos especificos analysis of the mana internamiento del menor de la finidadad 
rehabilitadora de la pena y analar de la manera la privación de la libertad it affects the interior 
of the district of Lima Norte, 2017. 
In the case of research methodology, the type of study is applied, the final aspect of the 
descriptive level and the degree of investigation applied to the theory of theoretical 
fundamentals. So, the application of a probable or probable application of 10 specialists in 
the field of criminal detention shall apply to the mission which shall be carried out in a district 
court of Lima Norte. It is also the case that the application for the investigation has been 
carried out by the investigating officers in the context of the analysis of the documentary 
evidence. It is important to note that the implementation of the sixth chapter is based on 
introducing, introducing, analyzing, discussing, summarizing and recommending. Finally, 
this information is an explanatory, explanatory, exegetic, inductive, dogmatic, and analytical 
approach. 
In the final analysis, it is important to determine whether and to what extent the treatment of 
the person responsible for the adolescent sanctioned by the private libertarians is 
contradictory and that he or she has a fine. Ensure that the criminal responsibility of criminal 
law enforcement agencies is punishable by a criminal offense against the application of the 
social and educational freedom of liberty; we can not guarantee the rehabilitation of the 
menorah, we can conclude with the infrastructure of the penitentiary, the service of the 
education, the salutation and the recreation that we are aware of. 






I.  INTRODUCCIÓN 
La regulación de la responsabilidad penal del adolescente ha traído a colación discusiones en 
cuanto se han establecidos disposiciones que imponen sanciones penales a los adolescentes 
con penas privativas de libertad, lo que, desde luego colisiona con los derechos elementales 
y sustanciales de los menores de edad y de la misma con el principio del interés superior del 
niño y del adolescente. Su implicancia se sustenta precisamente por cuanto las disposiciones 
del Decreto Legislativo Nº 1348- Código de Responsabilidad Penal de Adolescentes, 
establecen medidas socioeducativas con penas privativas de libertad similar al caso de las 
personas mayores de edad comitentes de delitos y que son sancionados penalmente. Esta 
premisa anterior se circunscribe en el ámbito de los menores de edad por infracción penal y 
que consecuentemente serán punibles con sanciones penales de pena privativa de libertad sin 
tomarse en cuenta el grave perjuicio que se le está ocasionado en vez de solucionarse y 
mejorarse el sistema restaurativo y el tratamiento de rehabilitación y educación con medidas 
menos gravosas existentes en la legislación.   
Por otro lado, esta tendencia de regularse con leyes normativas la responsabilidad penal de 
los adolescentes en el plano internacional se ha visto con bastante interés y mucho acogida 
en la medida que ello parte de políticas penales y la prevención delictual por el crecimiento 
exponencial de actos delictivos cometidos por adolescentes, y que para mermar dicha 
situación se han visto en la necesidad de crear normas que efectivamente sancionen con penas 
severas y privativas de libertad, pero sin tomarse en cuenta que las mismas afectan los 
derechos de los menores por su condición misma y los efectos negativos que trae su 
internamiento en el penal (Sarmiento, 2008, p. 53). No es pues extraño que exista sanciones 
penales en otras legislaciones sobre el menor, pero eso no quiere decir, que este bien o 
correcto, ya que, en muchicimas ocasiones en vez de reinsertarse y darle el tratamiento 
correspondiente se insertan el mundo de las prisiones donde no existe medidas o progrmas 
educativas e incluso pabellones o cuarteles donde dormir.  
En el caso peruano la tendencia de regularse la responsabilidad de los adolescentes ha venido 
de varios años, pero todavía sin un marco normativo que estableciera sanciones punitivas que 
delimitaran los tipos penales no como delitos sino como infracciones, lo que correspondía 





correspondía en atención a su desarrollo personal. Esta búsqueda de sancionarse penalmente 
por la comisión de delitos a los adolescentes se ha visto concretizado con la regulación del 
Código de Responsabilidad Penal para los Adolescentes- Decreto Legislativo Nº 1348, en la 
que se establece de manera detallada las responsabilidades recaídas sobre los mismos con 
medidas privativas de libertad. Sin bien es cierto que dicha regulación parte de una idea de 
política penal, de prevención delictual y la lucha constante con la criminalidad, la misma no 
ha tomado en cuenta las consecuencias negativas que trae la privación de libertad del menor, 
así como también la afectación de sus derechos y la vulneración del principio del interés 
superior del niño al no cumplirse los propósitos con el internamiento (Mauricio, 2017, p. 22) 
La vulneración de los derechos del adolescente tiene sustento en la medida que el sistema 
penitenciario en el mundo y en particular el Perú son todavía ineficientes en la que las 
condiciones para garantizar los fines de la pena se encuentran totalmente desfasadas y con 
poco respaldo popular, así como también el pésimo estado de infraestructura y en las 
prestaciones de servicios que son muy desalentadoras para cubrir las necesidades de los 
presos. Tal es así que los tratamientos dirigidos a la rehabilitación, educación y de reinserción 
social, por la situación misma de las cárceles no alcanzan a solucionar los problemas 
delictuales ni mucho menos reducir la criminalidad. Bajo esa óptica, la privación de la 
libertad de los adolescentes no puede verse garantizada en la medida que los sistemas 
penitenciarios en el Perú no son ni serán los medios para solucionar la problemática delictual 
cometidos por los adolescentes, sino contrariamente a ello, conlleva a la vulneración de sus 
derechos y principalmente el interés superior protegido por normas tanto de carácter 
internacional y nacional.  
En ese sentido, las alternativas o búsqueda de actos delictuales de los adolescentes no parte 
de la imposición o el incremento de la pena con medidas severas de privación de la libertad, 
sino con medidas más alentadoras como la prevención de mano de la participación 
comunitaria e institucional en los focos más importantes para paliar la problemática delictual 
de los adolescentes como son por ejemplo, la implementación de áreas deportivas o artísticas, 
facilitación para la ingreso a las escuelas y universidades, apertura en las oportunidades de 
trabajo entre otros aspectos. Obviamente para la ejecución de todas estas propuestas 





Estado con sus organismos respectivos y dejar de lado las modificaciones normativas-penales 
para los adolescentes, ya que lo único que hacen es afectar los derechos fundamentales de los 
adolescentes.  
En consecuencia, trataré de estudiar si es que el tratamiento de la responsabilidad penal del 
adolescente con medidas socioeducativas privativas de libertad se garantiza de alguna manera 
los derechos fundamentales y el interés superior del adolescente. Asimismo, trataré de 
abordar si efectivamente el internamiento del menor es un mecanismo adecuado para la 
formación del menor o en todo caso la misma destruye su capacidad de desarrollo personal 
en vista que como hemos podido exponer en los párrafos anteriores existen una serie de 
debate en cuanto en la misma se está abordando sobre un ser humano protegido, que no es 
cualquier ser humano adulto sino un adolescente en crecimiento y formación educativa. 
Para ahondar a profundidad la presente investigación, es necesario tener en cuenta algunos 
antecedentes tanto nacionales e internacionales que hayan realizado otros autores similares 
investigaciones a nuestra línea de investigación.  
Así tenemos a reyes (2015) quien realizó una investigación a la que denominó “El sistema 
de responsabilidad penal de adolescentes en Colombia: Problemas sancionatorios, 
penitenciarios y procesales” para adquirir una especialización en procedimiento penal 
constitucional y justicia penal militar. Llegó a las siguientes conclusiones: El sistema 
punitivo de Colombia no debe seguir un conducto criminalizado con los menores de edad, 
pues el populismo punitivo no contribuye a la evolución normativa del Derecho Penal. Las 
medidas represivas, el incremento de las penas no obedece a principios de respeto a la 
dignidad humana y en efecto la prevalencia del interés superior del niño. Es necesario 
fortalecer los recursos del Estado, ello con la finalidad de brindar las garantías necesarias 
para que el adolescente que sigue un proceso penal, lo haga en cumplimiento estricto de sus 
derechos y al debido proceso. 
Gómez (2017) en su artículo de revista científica titulado “Matización de la adolescencia bajo 
los colores de la privación de la Libertad por el SRPA”, Cauca- Colombia. Como 
conclusiones sostiene que, el SRPA, debe implementar el modelo pedagógico al momento 





actuar bajo ningún motivo privándolo de su Libertad o de su entorno, por el contrario, es 
justamente ese sector de la población de gente vulnerable que no espera una sanción penal, 
sino una atención y oportunidad acorde a su edad y a los cambios que esto supone. 
Laurino (2015) en su artículo de revista científica titulado “La infracción adolescente en la 
Ley penal en el centro del debate sobre seguridad pública en Uruguay”. Llegó a las siguientes 
conclusiones: El estado social uruguayo tiene déficit en el sistema penitenciario, pese a que 
es un tema con frecuente debate, los intelectuales de derecha o izquierda no delimitan los 
parámetros a seguir de manera objetiva en lo referente a la implementación de un modelo 
resocializar y garantista. Un aspecto muy importante es que el sistema penitenciario uruguayo 
presenta una severa crisis, debido a la distorsionada aplicación de los objetivos 
rehabilitadores, además, tratando de un problema con alcance trascendental, el Estado debe 
priorizar estos temas. 
Cecilia (2017) en su artículo revista científica titulada “Juventud y castigo. Análisis del 
proceso de construcción y legitimación de la categoría de la responsabilidad penal en las 
sociedades contemporáneas” Buenos Aires- Argentina. Como conclusiones indica que, los 
adolescentes que cometen un delito se encuentran en una etapa de sus vidas, mediante las 
cuales su personalidad va en desarrollo y moldeándose; sin embargo, cuando se busca 
mediante la privación de la libertad como una alternativa de solución reprimir al adolescente, 
no hacemos más que frustrar la construcción de una adolescencia con bienes a cambios. De 
otro lado, el joven transgresor, se encuentra en dominio de una serie de componentes que 
inciden a que puede ser calificado como un adulto en potencia, empero, no debe tratárselo de 
ese modo, ya que, forzada o adelantadamente en un momento de cambio o necesidad puede 
recaer en lo ilícito. 
Zape y Gallo (2015) en su trabajo de artículo en la revista científica titulado “La 
responsabilidad penal para adolescente: abordaje social de las sanciones en el departamento 
de Risaralda”. Se concluyó la investigación con las siguientes premisas: La población de 
menores en conflicto con la Ley Penal son por lo general un sector que carece de educación 
y en consecuencia un nivel de conocimiento aceptable, que les permita identificar las 
actividades ilícitas que cometieron o pueden cometer, por ello, es necesario incrementar el 





tiene orientación por un cúmulo de aspectos temporales y espaciales que se manifiestan en 
fenómenos delictivos, que no necesariamente son por inacción del Estado, sino por aspectos 
culturales. 
Arévalo, Gómez, Montedónico, Silva (2015) publicaron un artículo en la revista titulada 
“Factores transicionales y narrativas de cambio en jóvenes infractores de Ley: Análisis de las 
narrativas de jóvenes condenados por la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente”. A 
modo de conclusión se llegó a lo siguiente: El entorno cercano de los jóvenes tales como la 
familia, los amigos del barrio y del trabajo es de suma importancia para el desentendimiento 
de los adolescentes con el delito, siempre que dicho entorno no esté contaminado, no 
obstante, el entorno de una persona no se reduce a ello, pues, a través de la tecnología, los 
jóvenes son más vulnerables a iniciar su actividad delictiva cuando sale del contexto más 
próximo a él. Por otro lado, un aspecto determinante está referido a la incidencia de los 
jóvenes en lo ilícito cuando provienen de una familia disfuncional o cuando han sido 
abandonados por uno o ambos padres, es aquí que la comisión de un delito cobra mayor 
facilidad para aquellos jóvenes desvalidos e inestables, este factor si bien no les exime de 
responsabilidad penal, debe ser tratado con mayor atención, pues en lugar de reprimir la 
conducta debe prevenirse la misma. 
Vásquez (2018) en su tesis de investigación que lleva por título “Responsabilidad penal en 
los Adolescentes en el distrito judicial de Lambayeque” para obtener el título profesional de 
abogado por la Universidad Nacional Pedro Ruiz Gallo. Llegó a la conclusión que, los 
dispositivos legales que regulan la infracción penal de un menor de edad no son variados y 
diversos, ergo, no cumplen con el fin de la pena, el cual es resocializar a un menor infractor. 
No hay un estudio acerca del menor infractor, considerando sus extensiones y limitaciones, 
por ello, se aplica y se trabaja arcaicamente, lo que sin duda conlleva a no identificar los 
problemas sociales que son origen para que una adolescente entre en conflicto con la Ley 
Penal. 
Chávez, Salas, Huancco (2017) realizaron una investigación a la que denominaron “La 
oralidad dentro del juicio oral en el proceso de responsabilidad penal de adolescentes: 
Análisis comparado de las legislaciones en el Perú, Costa Rica y Uruguay” para optar el título 





la legislación peruana en cuanto a la regulación de la responsabilidad penal de los menores 
de edad es deficiente respecto a la determinación parámetro establecido (14 a 16 años), y 
recomienda que el Estado Peruano debe tomar como referente la legislación costarricense 
que postula un parámetro cuy edad mínima del infractor es de 12 años). También sostiene 
que, el Código de Responsabilidad Penal de Adolescentes en el Perú establece un orden y 
estructura adecuado que permite a los sujetos procesales la utilización de los mecanismos 
legales optimizando el juicio oral en aplicación del Principio de Oralidad, Contradicción e 
Inmediación. 
Miranda (2018) realizó una tesis investigación que se tituló “Análisis de la medida 
socioeducativas en el Nuevo Código de Responsabilidad del Adolescente” para obtener el 
grado de bachiller en Derecho por la Universidad Peruana de las Américas. El autor llegó a 
las siguientes conclusiones: Es en la costa del Perú donde se encuentra el mayor volumen de 
menores en conflicto con la Ley penal, teniendo como principales departamentos a Lima, 
Piura, La Libertad e Ica, por lo que, una vez identificado los centros de mayor abundamiento 
delictivo, el Estado debe priorizar dichos lugares para eliminar o por lo menos reducir los 
índices del flagelo delictivo. Además, propone reorganizar los centros juveniles, fortalecer e 
implementar el sistema anticorrupción y reducir el hacimiento en Centro Juveniles. 
Mejía (2018) en su tesis titulada “Fundamentos político-criminales y dogmáticos de la no 
responsabilidad penal de los menores de edad en conflicto con la Ley penal en el Perú” con 
el propósito de optar en grado de maestro con mención en ciencias penales en la Universidad 
Nacional Santiago Antúnez de Mayolo planteó como su objetivo general indagar con 
profundidad los fundamentos político-criminales que permiten justificar la ausencia de 
responsabilidad penal de los menores de edad infractores del Perú. Las conclusiones 
arribadas fueron las siguientes: El Estado es deficiente al momento de identificar las causas 
de las políticas criminales, pues, la solución no es a través de una norma, sino en la 
implementación de políticas públicas con fines de resocialización y evitar la propagación de 
potenciales delincuentes. Las medidas de carácter eminentemente sancionador, no es 
precisamente la solución a la delincuencia juvenil; el camino debe estar orientado 





Ahora bien, expuesto los antecedentes de la investigación es menester señalar que la presente 
investigación tuvo las siguientes interrogantes, las mismas que fueron formuladas de la 
siguiente manera, como pregunta general ¿De qué manera se vulnera la responsabilidad por 
infracción penal del adolescente con la medida socioeducativa privativa de libertad en el 
Distrito Judicial de Lima Norte, 2017?, y como preguntas específicas lo siguiente: ¿De qué 
manera el internamiento del menor afecta la finalidad rehabilitadora de la pena en el Distrito 
Judicial de Lima Norte, 2017?, y ¿De qué manera la privación de la libertad afecta el interés 
superior del menor en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017?.  
Del mismo modo, se estableció los objetivos de la investigación las mismas que fueron, como 
objetivo general se tuvo lo siguiente: analizar de qué manera se vulnera la responsabilidad 
por infracción penal del adolescente con la medida socioeducativa privativa de libertad en el 
Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 y como objetivos específicos se tuvo lo siguiente: 
analizar de qué manera el internamiento del menor afecta la finalidad rehabilitadora de la 
pena en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 y analizar de qué manera la privación de la 
libertad se afecta el interés superior del menor en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017.  
Del mismo modo a afectos de poder responder de manera tentativa las preguntas y objetivos 
de la investigación se estableció los siguientes supuestos, en ese sentido se planteó como 
supuestos de la investigación tanto general y específicas, en cuanto al supuesto general se 
señaló lo siguiente: la responsabilidad por infracción penal del adolescente se vulnera con la 
medida socioeducativa privativa de libertad en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 toda 
vez que, no se cumple con la finalidad educativa y de reinserción social del menor y se 
vulnera el principio del interés superior del niño y del adolescente. 
En esa misma senda, en cuanto a los supuestos específicos se tuvo los siguientes, primero: 
que el internamiento del menor afecta la finalidad rehabilitadora de la pena en el Distrito 
Judicial de Lima Norte, 2017 toda vez que, se carece de programas socioeducativos y de 
rehabilitación, así como también de infraestructura penitenciaria y la falta de especialización 
de los agentes del penal, y segundo: que la privación de libertad vulnera el interés superior 
del niño y del adolescente en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 toda vez que la 





de asesoría especializada y la falta de atención oportuna ante amenazas y/o afectaciones de 
sus derechos más elementales. 
Finalmente, en aras de justificar la presente investigación se señaló la justificación del 
estudio, la misma que se estableció en base a tres criterios, tanto practico, teórico y 
metodológico. En cuanto a la justificación practica la presente investigación parte de una idea 
de lograr obtener resultados positivos y que respondan a las respuestas desde un enfoque 
social y legal, social por que se permite reconocer los derechos elementales de los menores 
de edad ante sanciones severas como la pena privativa de libertad y por otra parte desde un 
punto de vista legal, mejorar el sistema regulatorio para sancionar adecuadamente a los 
menores de edad. Asimismo, se pretende establecer alternativas de solución al problema y 
consecuentemente busca mejorar las malas políticas penales que se aplican erradamente en 
las legislaciones pensando que son las vías más idóneas para dar solución a las problemáticas 
actuales de delincuencia y crímenes. Bajo ese criterio el objeto de la investigación tiene como 
fin denominador la de aportar soluciones concretas como son por ejemplo la implementación 
de medidas socioeducativas no privativas de libertad, la prevención y la participación 
comunitaria e institucional en temas de delincuencia juvenil.  
Por otra parte, se justifica teóricamente en la medida que se pretende aportar nuevas teorías 
existentes sobre la materia de la responsabilidad del adolescente respecto al rol que juegan 
las medidas socioeducativas con lo que respecta a medidas punitivas y sancionadoras que 
impone el Estado a los menores edad transgrediéndose en muchísimas ocasiones derechos 
fundamentales y el interés superior del niño y del adolescente. Los resultados que se obtengan 
con la aplicación de los instrumentos de recolección de datos también buscarán generar 
nuevos conocimientos que podrán ser perfectamente utilizadas por otros estudiantes o ser 
revisadas por personas interesadas en el tema. 
Finalmente, como justificación metodológica el presente trabajo de investigación tuvo como 
una de sus prioridades aplicar diversos métodos de investigación para obtener los resultados 
o arribar a posibles soluciones de la problemática planteada y además de ello utilizar y aplicar 
diversos instrumentos de recolección de datos que permitan obtener los resultados esperados. 





otros investigadores en estudios similares sobre las medidas socioeducativas de libertad y la 
responsabilidad penal de los adolescentes.  
En ese sentido, una vez expuesto las preguntas, objetivos, supuestos y la justificación de la 
presente investigación pasamos a exponer la parte teórica o marco de la cuestión del estudio 
referido a la responsabilidad por infracción penal del adolescente y las medidas 
socioeducativa privativa de libertad.  
De acuerdo a la legislación colombiana la responsabilidad penal del adolescente se define 
como un conjunto procedimientos, principios, la intervención de autoridades administrativas 
judiciales que intervienen en la investigación y juzgamiento de los delitos cometidos por 
adolescentes entre catorce (14) y dieciocho (18) años (SRPA, 2008, p. 53). Del mismo la 
finalidad de la responsabilidad como medidas socioeducativas está enfocado que el 
adolescente asuma su responsabilidad y que esta reconozca que su conducta fue contraria a 
la norma establecida (Unicef, 2014. p. 28).  
La legislación penal peruana establece con respecto a los delitos cometidos por menores de 
edad solo como infracciones y, por ende, en concordancia del artículo 22 de nuestro Código 
Penal son sujetos inimputables por lo que solo es aplicable la responsabilidad penal atenuada 
básicamente por su etapa de crecimiento y desarrollo humano y que desde luego debe ser 
aceptada y respetada tanto en la sociedad y por el mismo Estado.  
Dentro del mismo se ha establecido también medidas socioeducativas no privativas de 
libertad, tales como la amonestación, prestación de servicio a la comunidad, libertad asistida 
y libertad restringida. Todas estas medidas tienen por finalidad proteger y garantizar los 
derechos de los menores, desde un enfoque pedagógico y de ellas se puede rescatar la justicia 
restaurativa para la rehabilitación del menor (Alburqueque, 2017, p. 88). 
Empezamos con la amonestación que consiste en la recriminación al adolescente, a sus 
padres por parte del juez a efectos de este deje de seguir actuando o cometiendo delitos en 
detrimento de otras personas (Ministerio de justicia, 2013, p. 12). Respecto de la prestación 
a la comunidad, se puede decir que consiste en realizar labores de acuerdo a las aptitudes del 
adolescente sin perjuicio de su salud, educación y trabajo durante 6 meses supervisado por 





Por otra parte, respecto a la libertad asistida se entiende como una medida mediante el cual 
el joven infractor cumple su pena con programas educativas y reciba orientación para el 
fortalecimiento de su crecimiento y desarrollo personal (Secretaria de Asuntos Penales, 2008, 
p. 2). En cuanto a la medida de libertad restringida se entiende como la sanción se aplica, 
cuando el hecho punible se encuentre tipificado como delito doloso y sea sancionado en el 
Código Penal y se ejecuta a través de la asistencia diaria y obligatoria del menor de edad 
sentenciado al Servicios de Orientación al Adolescente (García, 2016, p. 24).  
Finalmente tenemos a las medidas privativas de libertad, en ella encontramos a la medida de 
internación como una medida excepcional que se aplica a los adolescentes por la comisión 
de un delito graves y la reincidencia. Es aquella medida de ultima ratio o recurso que se aplica 
a los adolescentes que cometen delitos siempre en cumplimiento de ciertos requisitos que la 
ley ha establecido (Zavaleta, 2016, p. 130).  
Por ello, Sarmiento (2008) citando a la ley colombiana señala que la responsabilidad de los 
adolescentes se regula en el cumplimiento de una serie de principios, reglas procedimentales, 
órganos jurisdiccionales especializados, ministerios de persecución penal en delitos de 
menores, entre otros cuyas finalidades se enmarcan dentro del campo de la investigación y 
su juzgamiento respectivo (p. 53). El criterio se sustenta básicamente a que los jóvenes 
comitentes de estos delitos también sean retribuidos por una pena por la acción cometida en 
contravención de las leyes penales.  
Al respecto debe de señalarse, que la responsabilidad penal y la responsabilidad del estado 
tienen diferentes propósitos y estándares evidénciales. Mientras que el primero apunta a 
sancionar a los perpetradores individuales, el segundo proporciona un medio de reparación 
(Leme, 2018, p. 90). La naturaleza de los crímenes pueden o no ser de gravedad insuficiente; 
no es  necesario determinar que las pruebas suficientes para establecer que el impacto haya 
sido de alguien o no, la cuestión es que existe una responsabilidad (Sterio, 2017, p. 71).  
Por otra parte, una explicación rara es que el mayor logro educativo está asociado 
negativamente con la historia criminal, y esa falta de historia criminal, como se discute más 
adelante, se asocia con resultados insanos. La educación superior también podría 





hallazgos sobre el impacto del desempleo, discutidos a continuación, socavan esta 
especulación, es claro también por qué la educación superior está asociada con una mayor 
probabilidad de que también estén inmersos en la comisión de delitos los jóvenes. (Kois, 
2018, p. 290). 
Desde esa óptica, los niños son capaces de asumir responsabilidad penal. Como los tribunales 
de menores se han convertido, más punitivo y capaz de administrar castigos para adultos por 
delitos graves, es crucial para establecer cuándo los niños pueden asumir la responsabilidad 
de su conducta criminal (Wagland & Bussey, 2017, pp. 130-131). Por ello, un axioma 
fundacional del derecho penal, llámelo el “Axioma de responsabilidad”: el castigo penal 
requiere o presupone responsabilidad, creemos que una persona no debe ser culpada y 
castigada a menos que ella no se limitara a realizar una hecho ilícito, pero también fue 
responsable, culpable, de esto actuación (Levy, 2015, p. 735).  
Como bien podemos inferir la responsabilidad penal supone básicamente la aplicación penal 
por la comisión de delitos cometidos por los menores de edad por las autoridades 
competentes para su sanción correspondiente a los menores que oscilan entre 14 y 18 años. 
Es decir, la responsabilidad penal deviene básicamente no pues por la inimputabilidad sino 
contrario sensu la punibilidad y el juzgamiento correspondiente por el delito que haya 
cometido el adolescente de acuerdo con las reglas u procedimientos establecidos en la ley. 
Cabe recalcar que el caso peruano se ha promovido la aplicación de la responsabilidad penal 
para los menores de edad, y tal es así que en el año 2011 se propuso un proyecto de ley para 
la regulación y modificación del Código penal referido a la inimputabilidad del adolescente 
y que desde luego proponían el juzgamiento penal a los menores de edad de entre 16 y 17 
años de edad bajo la aplicación de ley penal que regula las sanciones para adultos, la misma 
que desde luego en su momento no fue aprobada en dicha legislación por las divergencias 
que se suscitaron entre diversos bancadas, organismos y otros.  
Por su parte Martínez (2016) sostiene que las responsabilidades penales tienen una finalidad 
especial en cuanto se trata de establecer una serie de criterios muy específicas destinadas a 
resolver la problemática situación de los jóvenes (p. 32). No cabe duda que la 





el menor tenga las garantías suficientes para su rehabilitación y la búsqueda de la reinserción 
social que desde luego es un aspecto trascendental para los jóvenes.  
En caso de los juveniles que son menos maduros que los adultos su aplicación de una sanción 
penal está supeditada precisamente a la edad que tiene. No es más grave que otros delitos de 
acuerdo a la legislación peruana toda vez que la calidad de sujeto se ve amparada a no ser 
precisamente despotricado por las leyes severas como es el caso en el derecho común. Por 
ello es que se señalan la existencia de reglas generales en una exclusión categórica previstas 
en pro de los jóvenes comitentes de delitos. 
Por otra parte, cuando hacemos referencia por la responsabilidad “directa” de los superiores 
para ordenar consiste en una primaria o responsabilidad de "cómplice” Por lo tanto, la 
jurisprudencia del TPIY reconoce a ambos aspectos principales y accesorios de la 
responsabilidad de mando (Sato, 2012, p. 293). Sin embargo, hay que aclarar que en la 
legislacion peruana los efectos la autoria para la comision de delito siempre son considerados 
como el autor principal, ello de acuerdo a la legislacion actual la autoria en los menores recae 
en los menores si son la cabecilla.  
Por otra parte, existe el compromiso “a través de otra persona” que se  reconoce la comisión 
indirecta a través de un agente inocente y a través de una persona que es criminalmente 
responsable ("perpetrador detrás del perpetrador"). El perpetrador indirecto controla la 
voluntad de quienes realizan el elementos objetivos de la infracción (Goy, 2012, p. 45-46). 
Estos son las figuras que se comenten por complicidad y participacion de las personas para 
coadyuvan la comisión de los delitos, y eso es común en los jóvenes y adolescentes. 
Por otro lado, si revisamos la legislación de Inglaterra y Gales, la edad de responsabilidad 
penal se establece en 10 años. La ley actual asume así que todos los niños son lo 
suficientemente maduros a esta edad para aceptar responsabilidad penal por su 
comportamiento, empero, la baja edad de responsabilidad corre el riesgo de que los niños 
sean procesados por delitos que son demasiado inmaduros para comprender por completo. 
Así, un niño de 10 años puede saber que está haciendo algo mal, pero no apreciamos que sea 
criminalmente incorrecto y, por lo tanto, no constituye el requisito de la intención, o menos 





Por ello, determinando la edad apropiada. para la asunción de responsabilidad penal, los 
criterios para tal estado, teniendo en cuenta etapas de desarrollo emocional, la maduración 
intelectual y la evidencia suficiente para desplazar el supuesto de que los niños no son 
responsables penales está lejos de ser sencillo. Como era de esperar, ha generado un 
importante cuerpo de jurisprudencia, así como controversia académica. (Freckelton, 2017, p. 
794). Cabe recalcar, que no hay motivos para excluir la responsabilidad penal de acuerdo a 
lo provisto bajo la Carta de Nuremberg, ni en los estatutos de Yugoslavia o de los Tribunales 
de Ruanda, etc, empero, solo este se estableció para los soldados menores de edad en la 
guerra. (Pangalangan & Lorenzo, 2018, p. 620). 
En ese sentido, la ley, como un sistema de reglas que guía y gobierna la interacción humana, 
se basa ver que los humanos pueden entender y seguir reglas en correspondencia de los 
mandamientos normativos regulados en cada país. El concepto de ley para una persona como 
es un adolescente es un tema que sin bien lo conoce no lo sabe ni la distingue en cuanto a su 
realidad o su verdadera dimensión, de tal manera que su razonamiento, de seguimiento de 
reglas, que comprende la diferencia entre lo correcto e incorrecto está supeditado a ciertos 
factores negativos de su personalidad.   
Una ley penal efectiva requiere que los ciudadanos entiendan que cierta conducta es 
prohibida, la naturaleza de su conducta y las consecuencias de hacer lo que la ley establece 
prohíbe. Por tanto, la responsabilidad penal debe imponerse únicamente a las personas que 
tienen conocimiento suficiente de lo que están haciendo, y de las consecuencias que puede 
tener, que se pueda decir con justicia que han elegido el comportamiento y sus consecuencias, 
lo que perfectamente se ve en los jóvenes (Jiménez, 2005, p. 242).  
Algunos creen que las leyes actuales ignoran la realidad social de que un rango de mala 
suerte' social factores frecuentemente llevan a un niño de capacidad intelectual poco 
desarrollada. La imposición de responsabilidad penal es la puerta de entrada a castigo, y solo 
aquellas personas para quienes castigo individual.  Puede justificarse dividirse a este nivel de 
responsabilidad.  La exploración del concepto de responsabilidad penal ha puesto de relieve 






Del mismo modo Martínez (2016) señala que cuando se trata de imponer responsabilidad 
penal a los adolescentes, las leyes tradicionalmente han reconocido que los niños pueden 
carecer de la capacidad de ser mentalmente culpables (p. 14) La misma existencia de un 
sistema de justicia separado para los jóvenes se basa en parte en el supuesto de que las 
competencias básicas de los jóvenes y adultos difieren en formas fundamentales que en efecto 
responden a sus condiciones.  
Incluso antes de la creación de tribunales separados para los jóvenes, como se regula 
actualmente en la legislación peruana, por ejemplo. A finales del siglo XIX, se consideraba 
que los niños pequeños y jóvenes carecían de la capacidad para formarse culpables por lo 
tanto no podría ser criminalmente responsable, por lo que solo se consideraba infractores 
cuando a ley general - común establece que los delitos que en efecto eran delitos y que se 
tipifican en las leyes sustantivas y eran reprochables no lo eran con los jóvenes (Gutiérrez, 
1991, p.13). 
Del mismo modo, el sistema de justicia penal está el poder de castigar; la responsabilidad 
penal debe imponerse a las personas ya que merecen ser castigado, si el castigo no es 
requerido entonces el sistema civil es más para imponer un castigo, el derecho penal debería 
estar por responsabilidad personal que requiere capacidad y elección que son un reflejo de la 
autonomía personal. Los niños pequeños carecen de capacidad y no son individuos 
autónomos mientras no cumplen los 18 años de edad (Correa, 2013, p. 122). 
Queda claro también que la responsabilidad del adolescente devendrá ser declarado culpable 
de un delito penal, si es acusado de haber realizado el acto delictivo y no haya al respecto 
defensa que les pueda salvar cuando el hecho es indefectible y peor aún in fraganti. El acto 
delictivo por el cual la persona es el culpable, y no por otro hecho distinto sino 
eminentemente penal que legalmente se encuentra establecido en la ley penal para su sanción 
correspondiente. 
Del mismo, queda claro que también el interés superior del niño que es un derecho- principio 
y dispositivo procedimental en el cual se toma en consideración por autonomia al menor 





determinada situación que puede afectarle sea directa o indirectamente (Cueva, 2017, p. 27). 
La trascendencia de este principio es cautelar y salvaguardar la integridad del menor.  
Al respecto Simon (2013) señala que “la CIDH resalta la importancia del interés superior al 
considerarlo un principio regulador de la normativa de los derechos del niño, que encuentra 
su fundamento en la dignidad misma del ser humano y las características propias de los 
niños” (p. 37). Bajo ese criterio se puede interpretar perfectamente el correcto aseguramiento 
y efectivo de los derechos de los niños y adolescentes. 
Ahora bien, la conducta de un acusado es un elemento trascendental y requerido por la 
definición del crimen. En esta se hace referencia de un requisito de culpabilidad por parte del 
acusado y es el medio a través del cual aquellos que se consideran merecedores de la sanción, 
como es el caso de adolescente que comenten delitos por lo que identificado recibirán sus 
castigos, por su responsabilidad y su culpabilidad moral sí que se le puede llamar 
adicionalmente de esa manera, pero eso si con condiciones adecuadas cuando la medida es 
privativa de libertad (OEA, 2013, pp. 89-90). 
Últimamente la legislación actual ha aprobado con el Decreto legislativo N° 1348 que 
aprueba el Código de Responsabilidad Penal para Adolescentes y que desde luego modifica 
los capítulos concernientes a las infracciones penales y su ejecución establecidos en Código 
de los Niños y Adolescentes y asimismo se realizan algunas modificaciones con respecto a 
las medidas socio educativa del código referido. Esta interesante implementación normativa 
se regula de manera independiente respecto de la normativa anterior que regula los aspectos 
referidos a los niños y adolescente en un marco normativo unitario tanto en materia civil, 









2.1. Tipo y diseño de investigación 
Diseño de investigación 
Para Ramírez Erazo, el diseño de investigación es “un procedimiento o conjunto de proceso 
por el cual se busca obtener los resultados de la investigación mediante la aplicación de 
herramientas que son consustanciales para el estudio (p. 238).  
 
La presente investigación utilizó el diseño de teoría fundamentada, la misma que consistió 
en establecer una serie de procedimientos teóricos con el fin de generar teorías que expliquen 
el fenómeno de estudio mediante la interpretación y el análisis de datos. Al final de la 
investigación se desprenderá un resultado que será el producto de la investigación sea como 
un tratado, una hipótesis de la investigación generado como conocimiento de la 
investigación.  
 
Tipo de investigación 
El presente trabajo de investigación se realizó en base a tres criterios: la finalidad de estudio, 
el enfoque de estudio y el nivel de estudio. De acuerdo a estos criterios la investigación se 
desarrolló tomando en cuenta las características de estos tipos de estudio para alcanzar la 
calidad de investigación necesaria para la investigación. En los siguientes párrafos pasamos 
a exponer los criterios aludidos.   
- Finalidad de estudio básica  
Según Gonzales (2004) es el conjunto de actividades destinadas a la adquisición del 
conocimiento en base a la realidad problemática observada y de la misma se busca 
profundizar el contenido teórico mediante método propios de estudios cualitativos y por 
ende la profundización conceptual de los temas de la investigación (p. 54). El presente 
estudio de acuerdo a su finalidad fue de tipo básica debido a que se incrementó el 
conocimiento respecto al fenómeno de estudio, en el presente caso, respecto de las medidas 
socioeducativas privativas de libertad y la responsabilidad penal de los adolescentes. Esta 
finalidad se cumplió cuando se realizó el recojo de la información mediante los 








- Enfoque de estudio cualitativo  
El enfoque de esta investigación fue cualitativo en cuanto se interpretó y describió el 
fenómeno de estudio de conformidad a la naturaleza misma de fenómeno sin que se realicen 
mediciones o estimaciones numéricas al respecto (Ramírez, 2010, p. 205). En ese sentido 
la investigación fue cualitativa en la medida que solo se limitó a interpretar y analizar el 
fenómeno de estudio tal cual, en su estado natural, sin estar supeditado a manipulación o 
estimaciones matemáticas. Asimismo, nos permitió realizar el análisis y síntesis de las 
categorías la investigación referidas a la responsabilidad penal del adolescente y las 
medidas socioeducativas privativas de libertad. Cada una de las categorías ha sido expuesta 
para su estudio, ya que, los mismos comprendían el campo de investigación. 
 
- Nivel de investigación descriptiva  
El nivel de estudio es descriptivo, al respecto Aranzamendi (2010) señala que este tipo de 
investigación consiste en describir las partes o los rasgos de fenómenos fácticos o formales 
del Derecho (p. 261), asimismo Ramírez (2010) señala que estos estudios se ocupan 
básicamente en describir el fenómeno de estudio tal cual en su realidad y en su contexto 
natural (p. 200). En ese sentido, la presente investigación buscó describir la realidad 
problemática de la investigación tal cual se encuentra en la realidad. Es, decir, solo nos 
basamos a describir las características y propiedades del fenómeno de estudio sin la 
necesidad de buscar cualquier medición de cada una de las categorías.  
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Fuente: propia  
2.2. Escenario de estudio  
La presente investigación se desarrolló en el Distrito Judicial de Lima Norte Independencia. 
El lugar se eligió por que los sujetos con la que se trabajó para la recolección de datos fueron 
idóneos y apropiados y de la misma porque constituyó un centro de trabajo en el cual se pudo 
trabajar con mucha comodidad con los participantes del estudio. En ese sentido, los sujetos 
que dieron la información respectiva cumplieron con la finalidad del presente estudio, porque 
se pudo recolectar la información convenientemente sin que en el mismo existan trabas y 
dificultades.  
2.3. Participantes  
Representan todas las personas entrevistadas entre ellas se ha tenido en cuenta a 5 secretarios 
judiciales, 3 abogados penales y 2 jueces penales. Dichas personas se eligieron de esa manera 





planteado en la presente investigación. Para tales efectos se tuvo como participantes a 5 
secretarios judiciales, 3 abogados penales y 2 jueces penales. 
2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos  
- Técnicas de recolección de datos  
a) Entrevista. - Técnica que consiste recabar la información de los entrevistados, 
quienes dan a conocer sus apreciaciones (respuestas) respecto a las preguntas 
planteadas por el entrevistador.  
b) Análisis de fuentes documentales. - Es un procedimiento mediante el cual se 
recolecta la información de diferentes fuentes como revistas, libros, tesis entre 
otros que coadyuven obtener resultados adecuados a los objetivos planteados en la 
investigación.   
- Instrumentos de recolección de datos 
a) Guía de entrevista. - Está compuesto por preguntas que el investigador ha 
diseñado previamente en base a los objetivos planteados en la investigación. La 
misma que estará compuesto por 9 preguntas.  
b) Ficha de análisis de fuentes documentales. - Este instrumento físico (papel) que 
se encuentra delimitado en partes para que la información se recolecte se mas fácil 
y ordenado de analizar.  
Respecto de la entrevista se detalla de la siguiente manera, el siguiente cuadro nos ilustra la 
















N° Ítems  Técnica  Instrumento  
Se aplicó solo una (1)  
técnica e 
instrumento. 
Entrevista.- es el 
procedimiento por el cual se 
busca obtener datos sobre el 
fenómeno de investigación 
Guía de entrevista. - Este es el 
documento que contiene todas las 
preguntas de investigación y la 
misma servirá para plasmar los 
datos que se recolectan de los 
entrevistados. 
Participantes en  la 
que se aplicó y 
utilizó 
5 secretarios judiciales, 3 abogados y 2 juez penal 
2.5. Procedimiento 
El procedimiento del presente trabajo se realizó teniendo presente tres criterios, primero de 
ellas referidas a la realización de las preguntas de la investigación, los objetivos y supuestos 
de la investigación, y segundo está referido a la construcción del contenido de la 
investigación que fue la realización del marco teórico sobre el fenómeno de investigación. 
Finalmente, elegimos los procedimientos más adecuados para el análisis e interpretación de 
la información o el desarrollo de la investigación, en consideración de las técnicas de la 
entrevista y fuentes documentales y su instrumento para la recolección de información.  
2.6. Método de análisis de datos  
El análisis de los datos que se aplicó y utilizó fueron los instrumentos de recolección de datos, 
como es de nuestro caso las guías de entrevista y las fichas de análisis documentales. 
Adicionalmente a ello se tomó en cuenta algunos métodos como es el método descriptivo, 
sintético, analítico y literal para la interpretación y análisis de los resultados de la 
investigación.  
2.7. Aspectos éticos  
La investigación se realizó de conformidad a los procedimientos establecidos por la 
Universidad Cesar vallejo, y en tal sentido se respetó la autoría de los autores citados en la 
investigación de conformidad a Ley sobre Derecho de Autor N° 822, y del mismo modo se 
respecto las normas APA para la citación correspondiente de los autores citados y señalados 





tendiente a denigrar o deformar la naturaleza o al mismo hombre en su entorno. Los 
instrumentos fueron aplicados de conformidad a los señalados en los productos observables 
























Descripción de las guías de entrevista  
La guía de entrevista estuvo conformada por el objetivo general y los objetivos específicos y 
cada uno de ellas con 3 preguntas respectivas, las mismas que se detallan en el siguiente:  
De las entrevistas realizadas en relación al objetivo general “Analizar de qué manera se 
vulnera la responsabilidad por infracción penal del adolescente con la medida socioeducativa 
privativa de libertad en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017” se tuvo las siguientes 
preguntas:  
Con relación al objetivo general: 
1. En su opinión ¿Cree usted que es correcta la regulación de la medida socioeducativa 
de pena privativa de libertad en el código de responsabilidad penal del adolescente? 
¿Por qué? 
2. A su juicio ¿Cree usted que la responsabilidad penal del adolescente debe ser 
sancionado con una medida socioeducativa de pena privativa de libertad? ¿Por 
qué? 
3. En su experiencia como magistrado/abogado/docente ¿Cree usted que es 
correcto aplicarse una pena privativa de libertad al adolescente por la comisión 
de una infracción penal? ¿Por qué? 
 
Al respecto Arango (2019) señala respecto a las preguntas referidas que no le parece correcta 
y queda claro que aquel menor de edad encontrándose en una etapa de desarrollo se ve 
influenciado por ciertos factores que lo conducen a estas acciones y al aplicarle esta medida, 
sería incompatible para alguien que actuó conforme su entorno lo formó. Asimismo, la 
medida socioeducativa de pena privativa de libertad no sería idónea, para la responsabilidad 
penal del adolescente, ya que lo perjudicara aún más y peor cuando no se obtiene ayuda del 
   RESULTADOS 
En esta sección de la presente investigación se describe los resultados obtenidos mediante la 
aplicación de los instrumentos de recolecciones datos, que el presente caso corresponde tanto 
a las guías de entrevista y las fichas de fuentes de análisis documentales. Las mismas que 





estado. Finalmente, la sanción que se deberá buscar ser aquellos que ayuden al joven sentirse 
responsable por sus acciones mediante talleres o servicios a la comunidad. 
Por otro lado, Torre (2019) señala también que no le parece idóneo, ya que la medida 
socioeducativa de pena privativa de libertad como sanción al adolescente está basada en la 
tesis que considera a estos sujetos de derecho, tema que está siendo elaborado más como 
castigo que como la rehabilitación. Asimismo, actualmente hay una sobrepoblación dentro 
del centro juvenil más conocido de Lima llamado “Maranguita” y está claro a la tendencia 
de internar al joven infractor impuesto por los jueces. Finalmente, basado en la experiencia 
no resulta correcta esta medida, ya que la mayoría de los jueces aplican esta medida sin 
observar como es el círculo social del joven y sin personalidad.  
Por otra parte, Chilet (2019) señala respecto a las preguntas referidas que al principio le 
pareció una idea atinada y hasta ahora lo considera así, pero con cierta discrepancia, si bien 
los adolescentes son responsables penalmente por su sujeto de derechos, la aplicación de esta 
sanción como medida socioeducativa no es compatible con el fin que busca el código de 
responsabilidad penal del adolescente. Asimismo, los hechos sancionados como delito grave 
pueden aplicarse esta medida, pero no de una manera abusiva ya que cada caso está 
caracterizado por la condición del menor infractor al efectuarlo. Finalmente, el uso de esta 
medida es de carácter sumamente excepcional pero la autoridad policial no lo determina así, 
incluso como ejemplo es el caso del menor que soltó un disparo no intencionado dentro de 
su colegio provocando la muerte de un compañero y a otro herido. El juez dicto internamiento 
preventivo contra el menor, esta causo varias críticas ya que en este caso el menor infractor 
no configura como una persona de riesgo. Aquí se observa el mal manejo de esta institución 
legal que es la medida socioeducativa privativa de libertad. 
Del mismo modo, Salazar (2019) señala respecto a las preguntas referidas que la regulación 
de esta medida dentro de un cuerpo legal propio me parece correcto, pero frente a las 
decisiones judiciales, que esta materia se venido transgrediendo aplicando esta medida sin 
tener en cuenta su carácter especial. Asimismo, se considera pertinente, pero se deberá tener 
en cuenta el comportamiento del infractor al aplicarse esta medida si representa un riesgo 
para la sociedad o no. Finalmente señala si la gravedad de la infracción lo amerita debiendo 





Salazar, H (2019) señala respecto a las preguntas referidas que si bien el código de 
responsabilidad penal está basado en varios modelos del derecho comparando esta no 
garantizara ser el mismo resultado, es por eso que la regulación y aplicación no es idóneo 
nuestra realidad dando que los jueces manden a los jóvenes a estos centros juveniles sin 
evaluar su situación causando así una sobrepoblación de estos lugares. Por lo que le es bueno 
pero lo practico es peor. Asimismo, se debe observar varios criterios antes de su aplicación, 
justificando así su decisión. Finalmente, se tendrá que analizar al adolescente infractor ya 
que más de la responsabilidad del menor se debe cautelar el futuro del mismo tratando así de 
no convertirse en una persona de riesgo. 
Por otro lado, Salazar, P (2019) señala respecto a las preguntas referidas que si bien el código 
de responsabilidad penal está basado en varios modelos del derecho comparando esta no 
garantizara ser mismo resultados, es por eso que la regulación y aplicación no es idóneo 
nuestra realidad dando que los jueces manden a los jóvenes a estos centros juveniles sin 
evaluar su situación causando así una sobrepoblación de estos lugares. Por lo que le es bueno 
pero lo practico es peor.  
Flores (2019) señala que solo en algunos casos, porque depende del tipo penal que se le 
atribuya al menor infractor, toda vez que debe tener en cuenta para la regulación de la medida 
socioeducativa mencionada las consecuencias de su aplicación atendiendo a sus condiciones 
personales. Del mismo modo, debe tenerse en cuenta las condiciones personales del menor 
entre ellos sus carencias personales y su entorno familiar. Finalmente, depende de la 
imputación en su contra y también teniendo en cuenta sus condiciones personales y lo de la 
familia. 
En esa misma línea, Roque (2019) señala que le parece apropiada por el hecho que los 
infractores deben asumir su responsabilidad por sus actos asimismo porque desestima a 
aquellas personas que toman ventaja del menor por su condición de imputabilidad penal para 
cometer delitos. Asimismo, se debe entender a esta medida como último recurso y de uso 
excepcional, deberán también medir la gravedad de la infracción con el objetivo de darles 
cuidados especiales que constituye a la vez un servicio social de una enorme importancia. 
Finalmente, afirmo que el fin de la pena privativa del menor no es querer perjudicarlo sino 





gran cantidad de herramientas legales internacionales que el sistema peruano se encuentra 
sumergido. Así que si, si es correcta esta aplicación. 
En esa misma senda, Ramírez (2019) señala que, si es correcta la regulación de la medida 
socioeducativa de pena privativa de la libertad del adolescente, porque actualmente los 
adolescentes cometen graves delitos y que por esos hechos anteriormente no estaba 
estipulado el internamiento de la pena privativa, y en la actualidad ha ido en aumento respecto 
a la cantidad de adolescentes que cometen delitos. De igual manera, si debe ser sancionado 
con una medida socioeducativa de pena privativa de la libertad a los adolescentes que 
cometen infracciones, y en la actualidad han ido en aumento respecto de la cantidad de 
adolescentes infractores que recibieron medida socioeducativa de internación de los centros 
juveniles ya que con estas medidas se logran reinserción de los adolescentes a la sociedad. 
Finalmente, hay adolescentes que cometen infracciones y se les internan, junto a otros 
adolescentes que también han cometido infracciones y otros pueden ser más peligrosos que 
otros, ya que también existen otros tratamientos individuales de amonestación, individual de 
libertad asistida, de presentación de servicios a la comunidad y el último de libertad 
restringida. 
Valladares (2019) señala también que es correcta, ya que ante la oleada de crímenes 
perpetrados por jóvenes menores de edad y ante la doctrina que ha contribuido al modelo de 
justicia juvenil otorgando la condición de sujetos de derecho ha obtenido como resultado esta 
regulación. Por otro lado, no deberá ser sancionado con pena privativa de libertad ya que 
como se muerta en nuestra realidad estos son ineficientes. Hay muchas otras medidas que 
pueden ser más difíciles de despojo de la libertad. Finalmente, no, ya que al encontrarse en 
una etapa de desarrollo está expuesto a varias situaciones que condicionara su forma de 
pensar, ya sea dentro de su hogar o fuera de este y aplicarle tal medida no le beneficiara si se 
ve que no existe buena infraestructura y talleres de mala calidad. 
Finalmente, Espinoza (2019) señala que le parece idóneo ya que al estar en un cuerpo 
normativo aparte del código de niño y adolescente se podrá establecer un mejor ordenamiento 
para la regulación de esta mediada dándole una característica especial para su viabilidad. 
Asimismo, está de acuerdo ya que un hecho como la criminalidad ha sido indiferente por la 





significado esto la imputabilidad de los adolescentes. Finalmente, la sociedad debe ser 
protegida de cualquier agente y la implementación de esta medida no es otra que otorgar 
seguridad tanto pública como jurídica.   
De otro lado, de las entrevistas realizadas con los objetivos especifico 1 “Analizar de qué 
manera el internamiento al menor afecta la finalidad rehabilitadora de la pena en el Distrito 
Judicial de Lima Norte, 2017” se tuvo las siguientes preguntas:  
Con relación al objetivo específico 1 
1. En su opinión ¿Cree usted que con la medida socioeducativa privativa de libertad 
se afecta la finalidad rehabilitadora de la pena en contra del adolescente? ¿Por qué? 
 
2. A su juicio ¿Cree usted que existe suficientes programas para el tratamiento del 
adolescente y así como una buena infraestructura para garantizar la medida 
socioeducativa de pena privativa de libertad del adolescente? ¿Por qué? 
 
3. A su criterio ¿Cree usted que la medida socioeducativa de pena privativa de 
libertad es una solución adecuada para el tratamiento del menor y su 
rehabilitación? ¿Por qué? 
 
Al respecto Arango (2019) señala que, si se afecta a este fin, la aplicación de esta medida 
compromete el futuro del adolescente, ya que es un hecho que los centros de internación de 
estos han resultado un fracaso. Además, estos programas, o talleres e incluso la 
infraestructura no son ni suficientes ni eficaces, y esto por la inadecuada administración de 
la entidad pública correspondiente, demostrando que la medida no sea garantizada. 
Finalmente, la solución para el tratamiento de la rehabilitación no es internar a un adolescente 
por dichos actos, incluso si se aumentara mas no tendría tales resultados. 
 
Por otro lado, Torre (2019) señala también se afecta su finalidad, en ese sentido, la medida 
debe ser usada de los casos más extremos, pero no como algo rutinario, la regulación de esta 
medida ha obsequiado a los jueces una facilidad de mandar a los jóvenes infractores a la 
internación definitiva cada vez que puedan. Además, hasta la fecha los centros juveniles han 
estado envueltos en polémicas, como el motín que se dio hace unos meses, dando a entender 





solución adecuada, y hoy más el centro de rehabilitación para jóvenes se ha convertido en un 
punto de encuentro de jóvenes de alta peligrosidad. 
Chilet (2019) señala que es un hecho que si afecta y con mayor impacto si el albergue no 
cuenta con la infraestructura adecuada y especialistas disponibles para el tratamiento del 
menor. Además, no existen suficientes programas ni buena infraestructura, la defensoría del 
pueblo realizo una visita a varios centros juveniles a fin de observar su situación, 
determinando que carece de ambos. Finalmente, dependerá de la situación en la que se 
encuentre el centro juvenil, y en este momento no es una solución adecuada, primero por la 
sobrepoblación que existen los albergues y segundo por el poco personal existente. 
Por otra parte, Salazar H (2019) señala que la rehabilitación del menor es el fin del Estado, 
pudiendo obtener buenos resultados no solo en la aplicación de la medida que privatiza la 
libertad sino también las que no. Asimismo, el total desacuerdo ya es de conocimiento 
púbico, el poco personal especializado dentro de los centros y la poca infraestructura donde 
se encuentran estos adolescentes. Finalmente, dependerá demasiado de la organización y 
control de los centros juveniles, y por lo que como indica, más estos están en evidente estado 
deplorable. 
En esa misma línea, Salazar, P (2019) señala se afecta totalmente ya que al estar internado el 
adolescente se etiquetará como uno de ellos, incluso gran parte de los internados ya 
consiguieron la mayoría de edad causando así un obstáculo para alcanzar este fin. Además, 
la infraestructura es inadecuada para los menores, asimismo hay adolescentes infractores que 
conviven con uno que ha cometido, por ejemplo, sicariato, vender drogas, estando vulnerable 
a cosechar peores influencias. Finamente, al explicarse esta medida deberá evaluar la 
situación del menor infractor para observar que el tratamiento será idóneo. 
De otro lado, Flores (2019) señala que no le parece correcta, porque la institución encargada 
de su rehabilitación tiene presupuestos y/o establecidos diversos medios para lograr la 
reinserción social y rehabilitación del menos adolescente. Así mismo, es un hecho que los 
centros de rehabilitación juvenil no está dando los resultados que esperamos ya que incluso 
es también conocido popularmente como un paso previo a Lurigancho donde se entiende que 





estos casos sea la poca inversión estatal. Finalmente, la pena privativa debe ser de carácter 
especial ya que dependerá de la gravedad de la infracción y del comportamiento único del 
menor infractor para que se absorba si sería adecuada. 
También Roque (2019) señala que la finalidad no se ve afectada por esta medida como lo 
señala anteriormente, Por consiguiente, la norma quiere alcanzar, la realidad lo obstaculiza. 
Digo esto por cómo se encuentra aquellos centros juveniles donde incluso hace poco hubo 
un motín, es un reflejo de aquellos programas no son suficientes para garantizar la medida. 
Finalmente, si es una solución adecuada, aunque dependerá demasiado del sujeto infractor 
ya que en algunos casos medidas socioeducativas no privativas de libertad pueden ser mucho 
más adecuadas para la rehabilitación. 
Ramírez (2019) señala que dentro del centro de internamiento los adolescentes infractores 
reciben varios tratamientos de profesionales especializados en resocializar a los adolescentes, 
pero la parte negativa es que no existen muchos profesionales. De igual manera, no existe 
una buena infraestructura como entidad del estado existen carencias, ya que dentro de los 
centros hay muchos adolescentes y muchos que tiene diversos problemas, ni tampoco hay 
muchos centros de tratamiento de adolescentes. Finalmente, en la actualidad los adolescentes 
cometen muchas infracciones y muchos de ellos de gravedad y para esos adolescentes si es 
necesaria la medida socioeducativa de pena privativa de libertad, y ahí con ayuda de los 
profesionales se va a lograr su rehabilitación.   
En esa misma línea Valladares (2019) señala que ante todo lo dicho, cree que tal medida no 
cumplirá tal fin. Del mismo modo, considera que no existen suficientes programas ni una 
buena infraestructura, debido que son tantos los que son internados que han excedido el límite 
permitido, según observe a un digno lugar para un menor de edad. Es decir, las grandes masas 
de internos no pueden ser introducidos en estos programas. Finalmente, la rehabilitación 
como su tratamiento no puede ser desarrollado efectivamente por la aplicación de esta medida 
ya que introducirlos a un establecimiento, este se sentirá como si el camino a su desarrollo 
se cortara optando un comportamiento incluso peor. 
Espinoza (2019) señala también que en cierta forma afectará el desarrollo de la rehabilitación 





programas, talleres, etc. Del mismo modo, un acontecimiento en uno de los centros juveniles, 
los que se encontraban internos prendieron juego a las instalaciones al “protestar” por una 
requisa de celulares, esto claramente refleja no solo del poco control si no también la 
desconformidad de estos así que más que eficientes son ineficientes. Finalmente, los 
adolescentes que cometan alguna infracción según sea la gravedad, deben ser separados para 
dar un mejor tratamiento al problema. Ya sea separándolos del consuelo de amistad o de sus 
familiares que contribuyen a esto, pero si resultado. 
De otro lado, de las entrevistas realizadas con los objetivos especifico 2 “Analizar de qué 
manera con la privación de la libertad se afecta el interés superior del menor en el Distrito 
Judicial de Lima Norte, 2017” tuvo las siguientes preguntas:  
Con relación al objetivo específico 2 
1. En su opinión ¿Cree usted que la medida socioeducativa de pena privativa de libertad 
transgrede el principio del interés superior del niño y adolescente? ¿Por qué? 
2. A su juicio ¿Cree usted que la medida socioeducativa de pena privativa de 
libertad es compatible con el normal desarrollo formativo del adolescente? 
¿Por qué? 
3. A su criterio ¿cree usted que la falta de atención oportuna y asesoría 
especializada del adolescente ante situaciones de amenaza y vulneración de sus 
derechos vulnera el principio del interés superior del niño y adolescente? ¿Por 
qué? 
 
Al respecto Arango (2019) señala respecto a la tercera pregunta que, el principio de interés 
superior del niño y adolescente se ve claramente afectado ya que por más derechos y garantías 
que se le ofrezcan en el proceso no tiene alguna significancia si la práctica no se ve plasmado 
en este principio. Asimismo, esta medida no es compatible con el normal desarrollo y esto es 
por tal truncamiento a su continua formación. Peor aún, sin tal medida no contara con los 
instrumentos idóneos para el cumplimiento de tal fin. Finalmente, el adolescente al 
encontrarse dentro de un proceso de rehabilitación necesitara a estos especialistas para 





Por otro lado, Torre (2019) señala que está claro que este principio que fue una revelación 
dentro de la doctrina civil se trasladó al ámbito penal, otorgando a los menores infractores 
una lista de principios a matiz de esta. Pero ante las pruebas visibles se ha obtenido 
adolescentes en peores situaciones reflejando la transgresión de esta medida. También, nos 
es compatible el desarrollo formativo del adolescente se verá comprometidos que la 
aplicación de esta medida, y a un lugar dando no cuenta como buena infraestructura ni 
especialista su desarrollo se comprometerá negativamente. Finalmente, claro está que el 
principio busca proteger al joven infractor y garantizar que sus derechos se verán protegidos 
dentro del proceso, y esta carencia de asesoría especializada es una evidente transgresión a 
este principio. 
Chilet (2019) señala también que se transgrede, debido que este principio busca propiciar se 
desarrolló y protección, y como objetivo es la reinserción familiar y social del adolescente. 
Además, no es compatible esta sanción con el desarrollo formativo del adolescente y es por 
el hecho de cómo se encuentra los centros juveniles. Finalmente, la falta de asesoría 
especializada es una dura vulneración de este principio que busca la garantía suficiente para 
que el menor pueda llevar un proceso y tratamiento, pero sin corrección. 
Por otro lado, Salazar, H (2019) señala al respecto que si se transgrede debido que esta 
medida no cumple con uno de los fines de este principio y del Estado mismo. Además, no es 
totalmente compatible, ya que cada adolescente responderá al tratamiento de forma diversa, 
no garantizando que la exclusiva explicación de esta medida sea la adecuada. Finalmente, sin 
duda alguna es Estado busca que el joven se rehabilite para su reinserción en la sociedad, 
pero sin agotar que lo ayudan, no se estará cumpliendo con este principio. 
En esa misma, línea Salazar P (2019) señala que como base a la medida privativa de libertad 
este principio ha otorgado garantías al adolescente para un proceso y decisión favorable al 
menor. Peor como resultado de la aplicación de esta medida vulnera este principio al no 
establecer diversas herramientas para su rehabilitación. Además, no es compatible el 
desarrollo del adolescente se verá perjudicado a la aplicación de esta medida por los 
fundamentos que resalte anteriormente. Finalmente, el principio busca dentro y fuera del 
proceso lo más completa colaboración del estado y sus órganos correspondientes en la 





Asimismo, Flores (2019) refiere que de cierto modo se trasgrede este principio, pero también 
es justo por este principio que la pena privativa de libertad sea de último recurso y en casos 
excepcionales. Por otro lado, no es compatible por cuanto el adolescente infractor está en 
pleno desarrollo de sus habilidades psicológicas y además debe tenerse en cuenta su nivel 
cultural. Finalmente, si porque al igual que los adultos y todo el adolescente tienen el 
principio irrestricto derecho de defensa más aún si se trata de un adolescente y además nuestra 
constitución política establece la protección primordial del menor. 
Roque (2019), refiere que se ve afectado el principio del interés superior del niño, pero este 
moldea el proceso a favor del infractor, así como el código de Responsabilidad penal del 
Adolescente donde toda norma de interpretación deberá optimizar el ejercicio de los derechos 
del adolescente. Además, es evidente que la aplicación de esta medida afectara el desarrollo 
formativo, tanto positivo como negativamente, ya que dependerá del estado y sus órganos 
correspondientes para que tal compatibilidad sea favorable al desarrollo del adolescente. 
Finalmente, si se afecta en gran medida este principio se estaría infringiendo su origen en sí 
de este, del cual es garantizar sus derechos subjetivos como participación de profesionales 
calificados para un buen tratamiento del proceso. 
Por otra parte, Ramírez (2019) refiere que existen diversas normas que protegen a las niños 
y adolescentes, las instituciones deben tener en cuenta este principio, pero se cree que el 
interés superior al niño es una directriz vaga, por lo cual se toma decisiones al margen de los 
derechos reconocidos, y se transgrede el principio de interés superior del niño, adolescente 
ya que también se toma en cuenta la acción del adolescente, Asimismo, el adolescente al estar 
privado de su libertad su desarrollo no es igual al de los otros adolescentes que están en 
libertad, pero ante la gravedad de sus actos es estado procede a internarlo lo cual afecta con 
el normal de desarrollo formativo, y el cual dará consecuencias cuando sea adulto. 
Finalmente, Si un adolescente infractor tendría una asesoría especializada ante situaciones 
de amenaza y vulneración de sus derechos, no se vulnera sus derechos. Por eso es importante 
una atención apropiada. El estado debería tomar más interés con respecto al tratamiento de 
los adolescentes infractores, debería haber más centros de rehabilitación y con personal más 





En esa misma línea, Valladares (2019) que si se vulnera su desarrollo personal y se verá 
comprometido en la aplicación de tal medida y así vulnerándose visiblemente este principio. 
Por consiguiente, no es compatible, al excepto hecho de aplicarse eta medida ya afecta a la 
formación del adolescente, y este debido a que este adolescente se encuentra en pleno 
desarrollo formativo. Finalmente, la asesoría especializada es de gran importancia para hacer 
comprender al menor de su grave acción y orientarle en un plan a futuro para su 
rehabilitación, por lo que está ante la amenaza y vulnera a este principio. 
Finalmente, Espinoza (2019) refiere que ha a primera vista es una afectación al principio, 
pero según se va observando el código de responsabilidad del adolescente, se da una cierta 
isla de derechos y garantías para que el adolescente dentro del proceso y todo gracias a este 
principio. Igualmente, se dará una afectación al desarrollo del menor, pero dependerá de 
cómo ha estado, en este caso el Ministerio de Justicia, promueve el desarrollo de una manera 
positiva. Finalmente, dependerá también del desarrollo y tratamiento del menor dentro de los 
centros y dando alucinante, el resultado que se busca en la rehabilitación. Así que ante tal 
situación es una vulneración del principio.  
Descripción de fuentes documentales  
Se describe las fuentes documentales recolectadas en la investigación tanto de libros, revistas 
científicas, artículos de opinión, tesis, periódicos y revistas entre otros.  
Para efectos del presente estudio se recolecto información más cercana los objetivos de la 
investigación, en ese sentido se describe los siguientes resultados que se muestran en los 
siguientes cuadros:  
Con respecto al objetivo general: 
Analizar de qué manera se vulnera la responsabilidad por infracción penal del adolescente 
con la medida socioeducativa privativa de libertad en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017  
Al respecto la Defensoría del pueblo (2015, p. 9) señala que en las condiciones estructurales 
de desigualdad, marginación y pobreza a las que están sometidos niños, niñas y adolescentes 
en nuestro país, demandan de la sociedad, el Estado y sus instituciones, mayores esfuerzos 





de vida, ante la falta de oportunidades o la deficiente presencia del Estado. Estos procesos de 
marginación social, del cual los niños y niñas son las víctimas más vulnerables, han generado 
una respuesta estatal infortunada que, antes que buscar la prevención del delito a través del 
fortalecimiento de las políticas públicas del Estado, ha terminado en la estigmatización y 
criminalización de la pobreza, del cual, el Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente – 
SRPA -, ha sido un instrumento de vulneración de sus derechos fundamentales y de 
profundización de sus desigualdades (…) 
Al respecto, podemos deducir que la realidad problemática de los niños y adolescente que se 
encuentra en situaciones de olvido e incluso rechazo social requiere de alguna forma la 
participación en estos asuntos tanto de la sociedad y el mismo Estado a fin de que esto no 
dirijan su visión a objetivos como la criminalidad y la comisión de delitos. De allí que 
infortunadamente se han establecidas políticas distintas a la prevención general de los delitos 
con establecer la responsabilidad penal de adolecentes sin necesidad de someter a 
consideración políticas públicas a resolver las causas del por qué suceden a sabiendas de que 
la pobreza y otros factores influyen muchísimas veces a la existencia de la comisión de 
delitos, lo que ha llevado al Estado, en vez de priorizarse en la prevención está a optado por 
la sanción penal que ha llevado a la vulneración de los derechos fundamentales como es el 
caso de su desarrollo personal, el derecho de tener una estudio de calidad, de gozar de los 
servicios básicos entre otros. 
En conclusión, podemos decir que la problemática actual de los menores de edad en 
condiciones de pobreza o abandona les lleva a cometer delitos, por lo que deben ser asumida 
por el estado y asimismo como una forma de contribución la participación de la ciudadanía, 
no fomentándose la criminalización mediante normas como la privación del menor de edad 
con leyes en la que se someta al menor la responsabilidad penal por la comisión de un delito 
sin precaverse políticas menos gravosas como son la prevención del delito, que desde luego 
es más adecuado e idóneo para la lucha de la criminalidad y no aplicarse medidas drásticas 
como la imputación penal del menor sin haberse precautelado los factores que dieron a lugar 
la comisión de un delito. 
Del mismo modo, Ventura (2018) señala que la  actuación de los juzgado para la aplicación 





debido proceso, lo que significa que las actuaciones en el ámbito de las diligencias e 
investigaciones sea por parte de los policías y fiscales son totalmente contrarias a las normas 
establecidas para llevar casos delictuales de menores, lo que trae como consecuencia que en 
la etapa de su juzgamiento el juez emita una resolución contraria a los derechos 
fundamentales de los menores. Todas estas situaciones no solo se deben al no respeto de los 
derechos fundamentales de los menores sino también se debe a la trasgresión de los derechos 
fundamentales derivados de la mala regulación normativa, el no respeto de las garantías 
constitucionales en el proceso y una serie de causas que lo único que traen a colación es la 
afectación de los derechos fundamentales de los menores 
Bajo esa óptica podemos concluir que la mala aplicación de la ley penal para menores en los 
juzgados penales de los menores se debe por una parte por la falta de experiencia de los 
juzgados ya sea por falta de especialización o el uso contrario de las normas procesales para 
afectar los derechos fundamentales de los menores. Por ello, las garantías del debido proceso 
y otros principios del proceso penal se ven trasgredidos en contra del menor por el 
desconocimiento y la inexperiencia de los juzgados y por la mala aplicación de la ley, lo que 
deriva el abuso y la arbitrariedad para trasgredir los derechos fundamentales de los menores 
en conflicto de la ley penal. 
Por otra parte, respecto al objetivo específico 1:  
Analizar de qué manera el internamiento al menor afecta la finalidad rehabilitadora de la 
pena en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017. 
Al respecto, Riquelme y Troncoso (2017, p. 127) señalan que, no obstante, de las diversas 
denuncias y reclamos en que se han expuesto las falencias que tienen los centros del 
penitenciario que reciben niños condenados por CRC, CRSC o CIP, las condiciones en que 
viven estos pequeños no han variado en gran medida desde que se implementó la ley en 2007, 
continuándose la vulneración a los derechos reconocidos por la CDN de estos niños, niñas y 
adolescentes. Nadie puede alegar desconocimiento de esta situación de abandono, por lo que 
las insuficientes medidas tomadas en la materia no tienen justificación racional alguna. 
Resulta imposible pensar en tan graves fallas del sistema penal juvenil como las expuestas, 





espíritu integrador que se plantea en el papel. A la vez creemos que demuestra fallas sociales 
más profundas que se representan en una de las peores caras de la infancia y juventud de 
nuestro país. 
Respecto de la fuente referida podemos decir que la existencia de las falencias en los centros 
penitenciarios de menores de edad deviene por la falta de políticas públicas destinadas a 
resolver la problemática en la que viven los menores de edad, por ello trae como consecuencia 
quejas y denuncias por su mal funcionamiento y mala implementación que en efecto enervan 
derechos fundamentales de los menores de edad que se encuentran en condiciones pésimos 
terribles. Cabe precisar que por más que haya existido nuevas regulaciones sobre estos temas 
aún sigue vigente las constantes afectaciones de los derechos del menor. Por ello, se discute 
si las medidas penitenciarias tienen una justificación para que los menores se encuentren 
sometidos a estas medidas y condiciones carcelarias, de allí que hay una gran discusión de 
que se está cumpliendo o no con una de las finalidades del internamiento como es 
rehabilitación y restauración juvenil en delitos.  
En conclusión, podemos sostener que las penitenciarías no cuentan con las condiciones 
mínimas para albergar a los menores infractores del delito, por más que haya existido 
modificaciones y ciertos cambios, en las leyes, la afectación de los derechos fundamentales 
de los menores de edad aún sigue vigente, por ello trae a discusión si ante dichas situaciones 
es merecedor que el menor se encuentre internado en condiciones pésimos o contrario sensu 
se deben de buscar mecanismos o alternativas de solución que atenúen la vulneración de los 
derechos de los menores.  
Del mismo modo Díaz (2017) señala que es evidente que la ley de responsabilidad penal no 
trae nuevos paradigmas o alternativas de mejora respecto de los menores de edad comitentes 
de delitos, esto es, la finalidad no garantiza la resocialización de los menores de edad. Desde 
esa óptica, se nos ponemos a analizar las cuestiones relativas de derechos fundamentales de 
los menores de edad se ven más trasgredidas que protegidos, debido a que no se cumple con 
la expectativa penal de tratamiento y rehabilitación del menor. Por ello, la intervención penal, 
no es pues, una alternativa correcta para resolver un problema que desde luego es más social 
que punitivo y además vulnera los derechos fundamentales de los menores de edad. De allí 





óptica del derecho penal sino de las medidas más socializadoras como a educación, el trabajo 
entre otros aspectos. 
Finalmente, respecto al objetivo específico 2 
Analizar de qué manera con la privación de la libertad se afecta el interés superior del menor 
en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017.  
Al respecto, Medina (2016, p. 212) señala que la aplicación de similares medidas de 
protección tanto a los niños y adolescentes de 12 a 14 años en conflicto con la ley penal, 
como a los niños y adolescentes en situación de desprotección familiar; si vulnera los 
principios jurídicos de interés superior del niño e igualdad. El Estado, no ha adoptado las 
medidas legislativas y administrativas pertinentes para proteger y cuidar a los niños, además 
debemos recordar que proteger también es corregir (…) Es urgente y necesario que nuestros 
legisladores regulen nuevas medidas de protección tanto para los niños y adolescentes de 12 
a 14 años en conflicto con la ley penal, como para los niños y adolescentes en situación de 
desprotección familiar. 
Podemos deducir que el sometimiento de los niños y adolescente en desprotección familiar 
en conflicto de la ley penal vulneran derechos fundamentales y principios como el interés 
superior del niño. Es decir, que la aplicación de las medidas de protección establecidas para 
menores de edad que se aplica de manera ordinaria en los procesos penales para menores que 
tienen familia es totalmente contraproducente por las condiciones del mismo menor y además 
se trasgrede el principio como la igualdad. En estos campos la legislación no ha establecido 
normas que estén dirigidos a cautelar y proteger correctamente a los niños y adolescentes, 
siendo para tales efectos que ni siquiera las medidas socioeducativas se han ido fortaleciendo 
por ello es necesario que los parlamentarios puedan generar nuevas reglamentaciones al 
respecto. 
En conclusión, podemos señalar que las condiciones o más precisamente las medidas de 
protección por conflicto con la ley penal que se aplica a los menores de edad con 
desprotección familiar se debe de aplicar medidas distintas a las que tienen una protección 
familiar, ya que equiparar entre estos y aplicárselos las mismas medidas seria vulnerar el 





en la que se realice la distinción de la situación de los menores debe ser primordial a afectos 























Ante de empezar a discutir y confrontar los resultados de la investigación es necesario señalar 
que la presente investigación se ha realizado en cumplimiento del procedimiento de la 
investigación científica. Tal es el caso que para la realización de la presente investigación se 
tuvo en cuenta el tipo de estudio y diseño de investigación. El tipo de estudio que se aplicó 
se dio bajo tres criterios, el primero de ellos fue un estudio de enfoque cualitativo, por otra 
fue un estudio básica y finalmente de acuerdo al nivel de estudio fue descriptiva.  
En cuanto al diseño de estudio se aplicó la teoría fundamentada que consistió en recabar la 
información de los participantes de estudio (10 profesionales sobre materia de derecho penal 
y procesal penal). Asimismo, el escenario de estudio fue el Distrito Judicial de Lima Norte, 
2017. Se trabajó con 2 técnicas y sus respectivos instrumentos de recojo de información como 
son las guías de entrevista y las fichas de análisis documental. Dichos instrumentos fueron 
validados respectivamente por expertos en la materia del fenómeno de estudio y así como 
expertos en metodología.  
La recojo de información se realizó en cumplimiento del rigor científico y que la misma se 
realizó en cumplimiento de los procesos de investigación científica en el ámbito jurídico. 
Asimismo, es necesario señalar que la recolección de la información no ha sido tan 
complicada, en la medida que los sujetos seleccionados han sido elegidos de acuerdo a la 
conveniencia sin necesidad de aplicarse fórmulas matemáticas para su recolección.  
En ese orden de ideas pasamos a discutir los resultados obtenidos en la presente 
investigación. Así tenemos a Arango (2019) quien señala respecto a la regulación de la 
responsabilidad penal que no le parece correcta y queda claro que aquel menor de edad 
encontrándose en una etapa de desarrollo se ve influenciado por ciertos factores que lo 
conducen a estas acciones y al aplicarle esta medida, sería incompatible para alguien que 
actuó conforme su entorno lo formó. Asimismo, señala que la medida socioeducativa de pena 
IV.    DISCUSIÓN 
En esta sección de la investigación se presenta el debate respecto de los resultados obtenidos 
con los instrumentos de recolección de datos con los antecedentes y las teorías desarrolladas 
en la investigación. En ese sentido, discutiremos y haremos una contrastación de los puntos 





privativa de libertad no sería idónea, para la responsabilidad penal del adolescente, ya que lo 
perjudicara aún más y peor cuando no se obtiene ayuda del estado. 
En esa misma línea, Torre (2019) señala también que no le parece idóneo, ya que la medida 
socioeducativa de pena privativa de libertad como sanción al adolescente está basada en la 
tesis que considera a estos sujetos de derecho, tema que está siendo elaborado más como 
castigo que como la rehabilitación. Asimismo, actualmente hay una sobrepoblación dentro 
del centro juvenil más conocido de Lima llamado “Maranguita” y está claro a la tendencia 
de internar al joven infractor impuesto por los jueces.  
Del mismo modo, pero variando su respuesta Chilet (2019) refiere que al principio le pareció 
una idea atinada y hasta ahora lo considera así, pero con cierta discrepancia, si bien los 
adolescentes son responsables penalmente por ser sujeto de derecho, la aplicación de esta 
sanción como medida socioeducativa no es compatible con el fin que busca el código de 
responsabilidad penal del adolescente. Asimismo, los hechos sancionados como delito grave 
pueden aplicarse esta medida, pero no de una manera abusiva ya que cada caso está 
caracterizado por la condición del menor infractor al efectuarlo.  
En esa misma línea y considerando ciertos aspectos, Flores (2019) señala que solo en algunos 
casos es correcto, porque depende del tipo penal que se le atribuya al menor infractor, toda 
vez que debe tenerse en cuenta para la regulación de la medida socioeducativa mencionada 
las consecuencias de su aplicación atendiendo a sus condiciones personales. Del mismo 
modo, debe tenerse en cuenta las condiciones personales del menor entre ellos sus carencias 
personales y su entorno familiar.  
Por otra parte, contrariamente a lo señalado por los autores citados anteriormente y con una 
postura más radical Roque (2019) señala que le parece apropiada su regulación por el hecho 
que los infractores deben asumir su responsabilidad por sus actos y asimismo porque 
desestima a aquellas personas que toman ventaja del menor por su condición de 
imputabilidad penal para cometer delitos. Asimismo, se debe entender a esta medida como 
último recurso y de uso excepcional, deberán también medir la gravedad de la infracción con 






Postura similar es de Valladares (2019) quien señala también que es correcta, ya que ante la 
oleada de crímenes perpetrados por jóvenes menores de edad y ante la doctrina que ha 
contribuido al modelo de justicia juvenil otorgando la condición de sujetos de derecho ha 
obtenido como resultado esta regulación. Por otro lado, no deberá ser sancionado con pena 
privativa de libertad ya que como se muestra en nuestra realidad estos son ineficientes. 
En esa misma senda, Ramírez (2019) señala que, si es correcta la regulación de la medida 
socioeducativa de pena privativa de la libertad del adolescente, porque actualmente los 
adolescentes cometen graves delitos y que por esos hechos anteriormente no estaba 
estipulado el internamiento de la pena privativa, y en la actualidad ha ido en aumento respecto 
a la cantidad de adolescentes que cometen delitos. De igual manera, si debe ser sancionado 
con una medida socioeducativa de pena privativa de la libertad a los adolescentes que 
cometen infracciones, y en la actualidad han ido en aumento respecto de la cantidad de 
adolescentes infractores que recibieron medida socioeducativa de internación de los centros 
juveniles ya que con estas medidas se logran reinserción de los adolescentes a la sociedad.  
Por otro lado, profundizando si es necesario o no una norma penal para adolescentes Cecilia 
(2017) señala que los adolescentes que cometen un delito se encuentran en una etapa de sus 
vidas, mediante las cuales su personalidad va en desarrollo y moldeándose; sin embargo, 
cuando se busca mediante la privación de la libertad como una alternativa de solución 
reprimir al adolescente, no hacemos más que frustrar la construcción de una adolescencia 
con bienes a cambios. De otro lado, el joven transgresor, se encuentra en dominio de una 
serie de componentes que inciden a que puede ser calificado como un adulto en potencia, 
empero, no debe tratárselo de ese modo, ya que, forzada o adelantadamente en un momento 
de cambio o necesidad puede recaer en lo ilícito. 
Desde esa misma óptica, Vásquez (2018) señala que los dispositivos legales que regulan la 
infracción penal de un menor de edad no son variados y diversos, ergo, no cumplen con el 
fin de la pena, el cual es resocializar a un menor infractor. No hay un estudio acerca del 
menor infractor, considerando sus extensiones y limitaciones, por ello, se aplica y se trabaja 
arcaicamente, lo que sin duda conlleva a no identificar los problemas sociales que son origen 





Desde esa misma óptica y profundizando la realidad problemática de la delincuencia juvenil 
Mejía (2018) señala que el Estado es deficiente al momento de identificar las causas de las 
políticas criminales, pues, la solución no es a través de una norma, sino en la implementación 
de políticas públicas con fines de resocialización y evitar la propagación de potenciales 
delincuentes. Las medidas de carácter eminentemente sancionador, no es precisamente la 
solución a la delincuencia juvenil; el camino debe estar orientado directamente a la 
prevención de estos actos ilícitos. 
Desde otra óptica, respecto de que, si se cumple o no la finalidad de la rehabilitación del 
menor en las cárceles, Chilet (2019) señala que es un hecho de que se incumple y con mayor 
impacto si el albergue no cuenta con la infraestructura adecuada y especialistas disponibles 
para el tratamiento del menor. Además, no existen suficientes programas ni buena 
infraestructura, la defensoría del pueblo realizo una visita a varios centros juveniles a fin de 
observar su situación, determinando que carece de ambos.  
Bajo ese mismo criterio, Salazar, P (2019) señala que se afecta totalmente el fin rehabilitador 
de la pena, ya que, al estar internado el adolescente se etiquetará como uno de ellos, incluso 
gran parte de los internados ya consiguieron la mayoría de edad causando así un obstáculo 
para alcanzar este fin. Además, la infraestructura es inadecuada para los menores, asimismo 
hay adolescentes infractores que conviven con uno que ha cometido, por ejemplo, Sicariato, 
Narcotráfico, estando vulnerable a cosechar peores influencias. 
En esa misma línea Valladares (2019) señala que ante todo lo dicho, cree que tal medida no 
cumplirá tal fin. Del mismo modo, considera que no existen suficientes programas ni una 
buena infraestructura, debido que son tantos los que son internados que han excedido el límite 
permitido, según observe a un digno lugar para un menor de edad. Es decir, las grandes masas 
de internos no pueden ser introducidos en estos programas. 
Del mismo modo, Arango (2019) señala que, si se afecta a este fin, la aplicación de esta 
medida compromete el futuro del adolescente, ya que es un hecho que los centros de 
internación de estos han resultado un fracaso. Además, estos programas, o talleres e incluso 





administración de la entidad pública correspondiente, demostrando que la medida no sea 
garantizada.  
Por otro lado, en un tono más condescendiente Ramírez (2019) señala que dentro del centro 
de internamiento los adolescentes infractores reciben varios tratamientos de profesionales 
especializados en resocializar a los adolescentes, pero la parte negativa es que no existen 
muchos profesionales. De igual manera, no existe una buena infraestructura como entidad 
del estado existen carencias, ya que dentro de los centros hay muchos adolescentes y muchos 
que tienen diversos problemas, ni tampoco hay muchos centros de tratamiento de 
adolescentes. 
Del mismo modo, Espinoza (2019) señala también que en cierta forma afectará el desarrollo 
de la rehabilitación del menor, pero todo dependerá de la implementación para lograr este 
fin, como lo son los programas, talleres, etc. Del mismo modo, un acontecimiento en uno de 
los centros juveniles, los que se encontraban internos prendieron juego a las instalaciones al 
“protestar” por una requisa de celulares, esto claramente refleja no solo del poco control si 
no también la desconformidad de estos así que más que eficientes son ineficientes. 
Finalmente, respecto si la privación con pena privativa afecta el interés superior del niño, 
Valladares (2019) refiere que si se vulnera su desarrollo personal y se verá comprometido en 
la aplicación de tal medida y así vulnerándose visiblemente este principio. Por consiguiente, 
no es compatible, al excepto hecho de aplicarse esta medida ya afecta a la formación del 
adolescente, y este debido a que este adolescente se encuentra en pleno desarrollo formativo 
En esa misma línea, Roque (2019), refiere que se ve afectado el principio del interés superior 
del niño, pero este moldea el proceso a favor del infractor, así como el código de 
Responsabilidad penal del Adolescente donde toda norma de interpretación deberá optimizar 
el ejercicio de los derechos del adolescente. Además, es evidente que la aplicación de esta 
medida afectara el desarrollo formativo, tanto positivo como negativamente, ya que 
dependerá del estado y sus órganos correspondientes para que tal compatibilidad sea 
favorable al desarrollo del adolescente. 
Bajo la misma óptica, Arango (2019) señala que el principio de interés superior del niño y 





en el proceso no tiene alguna significancia si la práctica no se ve plasmado en este principio. 
Asimismo, esta medida no es compatible con el normal desarrollo y esto es por tal 
truncamiento a su continua formación. Peor aún, sin tal medida no contara con los 
instrumentos idóneos para el cumplimiento de tal fin. 
Por otro lado, pero con una respuesta más moderada, Espinoza (2019) refiere que a primera 
vista es una afectación al principio, pero según se va observando el código de responsabilidad 
del adolescente, se da una cierta isla de derechos y garantías para que el adolescente dentro 
del proceso y todo gracias a este principio. Igualmente, se dará una afectación al desarrollo 
del menor, pero dependerá de cómo ha estado, en este caso el Ministerio de Justicia, 
promueve el desarrollo de una manera positiva.  
En esa misma senda, Ramírez (2019) refiere que existen diversas normas que protegen a las 
niños y adolescentes, las instituciones deben tener en cuenta este principio, pero se cree que 
el interés superior al niño es una directriz vaga, por lo cual se toma decisiones al margen de 
los derechos reconocidos, y se transgrede el principio de interés superior del niño, 
adolescente ya que también se toma en cuenta la acción del adolescente, Asimismo, el 
adolescente al estar privado de su libertad su desarrollo no es igual al de los otros adolescentes 
que están en libertad, pero ante la gravedad de sus actos es estado procede a internarlo lo cual 
afecta con el normal de desarrollo formativo, y el cual dará consecuencias cuando sea adulto. 
Finalmente, Flores (2019) refiere que de cierto modo se trasgrede este principio, pero también 
es justo por este principio que la pena privativa de libertad sea de último recurso y en casos 
excepcionales. Por otro lado, añade que no es compatible con este principio por cuanto el 
adolescente infractor está en pleno desarrollo de sus habilidades psicológicas y además debe 










PRIMERO: Se llegó a determinar que la responsabilidad por infracción penal del 
adolescente se vulnera con la medida socioeducativa privativa de libertad en el Distrito 
Judicial de Lima Norte, 2017 toda vez que no se cumple con la finalidad educativa y de 
reinserción social del menor y se vulnera el principio del interés superior del niño y del 
adolescente. Como hemos podido identificar de las entrevistas y las fuentes documentales se 
determinó que efectivamente el tratamiento normativo del nuevo código de responsabilidad 
penal para el adolescente en la que se establece la medida socioeducativa de privación de 
libertad es contrario al desarrollo formativo del menor y peor todavía cuando las condiciones 
de los centros penitenciarios son totalmente nefastas y no se garantizan la condiciones básicas 
de reeducación por falta de programas y especialistas en pro del adolescentes.   
SEGUNDO: Se determinó que el internamiento del menor afecta la finalidad rehabilitadora 
de la pena en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 toda vez que, se carece de programas 
socioeducativos y de rehabilitación, así como también de infraestructura penitenciaria y la 
falta de especialización de los agentes del penal. Tal como se puede deducir de los resultados 
de la investigación, la mayoría de los participantes entrevistados señalaron de que 
efectivamente el internamiento del menor si vulnera la rehabilitación del menor, ello en la 
medida que el sistema penitenciario no cumple con las condiciones mínimas para garantizar 
y proporcionar todos los medios necesarios para la resocialización del menor.  
TERCERO: Se determinó que la privación de libertad afecta el interés superior del niño y 
del adolescente en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 toda vez que la priorización del 
menor se ve enervando por el desamparo de su desarrollo personal, la falta de asesoría 
especializada y la falta de atención oportuna ante amenazas y/o afectaciones de sus derechos 
más elementales. De los resultados obtenidos podemos destacar que esta vulneración deviene 
cuando los fines por las cuales ha sido creado la norma no se cumplen a cabalidad, como es 
el caso de la sanción penal para adolescentes en la medida que los centros penitenciarios se 
encuentran totalmente divorciadas con los fines establecidos por la ley, en particular, con el 
interés superior del niño.    
 







PRIMERO: Se recomienda que a efectos de garantizarse el cumplimiento de la 
responsabilidad penal de los adolescentes que cometen delitos se implementen políticas 
dirigidas a mejorar el sistema penitenciario principalmente en la infraestructura, servicios 
básicos como educación, salud, deportes entre otros.  En ese sentido, mientras exista todos 
los instrumentos necesarios para su reinserción social se podría garantizar los fines de la 
pena. 
SEGUNDO: Se recomienda que a efectos de que existe la rehabilitación adecuada en los 
internamientos de los adolescentes, se procure por parte del Estado fomentar y distribuir más 
financiamiento en áreas educativas, salud y trabajo a favor de los menores de edad infractores 
de delitos. En ese sentido, una vez que tengamos centros y aulas penitenciarias de calidad se 
podrá garantizar una adecuada y de calidad el proceso de rehabilitación de los adolescentes 
comitentes de delitos.  
TERCERO: Se recomienda que en vista de que existe normativa sobre la sanción penal de 
los adolescentes sea con medidas socioeducativas privativas de libertad o medidas 
socioeducativas se procure por los juzgadores especializados en infracción penal, prioricen 
por la medida socioeducativas no privativa de libertad en la medida que se trata de una 
sanción menos gravosa y que la misma no afecta su desarrollo personal ni se vulnerará el 
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Anexo 1: Matriz de consistencia  





La responsabilidad por infracción penal del adolescente y la medida 
socioeducativa privativa de libertad, Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 
Problema 
General 
¿De qué manera se vulnera la responsabilidad por infracción penal del 
adolescente con la medida socioeducativa privativa de libertad en el 
Distrito Judicial de Lima Norte, 2017? 
¿De qué manera el internamiento del menor afecta la finalidad 
rehabilitadora de la pena en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017? 
¿De qué manera la privación de la libertad afecta el interés superior del 
menor en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017? 
Objetivo 
General 
Analizar de qué manera se vulnera la responsabilidad por infracción penal 
del adolescente con la medida socioeducativa privativa de libertad en el 
Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 
Analizar de qué manera el internamiento del menor afecta la finalidad 
rehabilitadora de la pena en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 
Analizar de qué manera la privación de la libertad se afecta el interés 
superior del menor en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 
Supuesto 
jurídico general 
La responsabilidad por infracción penal del adolescente se vulnera con la 
medida socioeducativa privativa de libertad en el Distrito Judicial de Lima 
Norte, 2017 toda vez que, no se cumple con la finalidad educativa y de 
reinserción social del menor y se vulnera el principio del interés superior 













El internamiento del menor afecta la finalidad rehabilitadora de la pena en 
el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 toda vez que, se carece de 
programas socioeducativos y de rehabilitación, así como también de 
infraestructura penitenciaria y la falta de especialización de los agentes del 
penal. 
La privación de libertad afecta el interés superior del niño y del adolescente 
en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 toda vez que la priorización del 
menor se ve enervando por el desamparo de su desarrollo personal, la falta 
de asesoría especializada y la falta de atención oportuna ante amenazas y/o 
afectaciones de sus derechos más elementales. 
Diseño  Teoría fundamentada   
Escenario de 
estudio  
Distrito judicial de Lima Norte, 2017 
Participantes  Jueces y abogados especialistas en derecho penal 
Tipo de estudio  Cualitativa    
Métodos de 
investigación  
Método inductivo, método descriptivo, medo exegético, método analítico 
y sintético.  
 
Unidad de análisis y categorización  
Categorías Subcategorías 
Categoría I: La responsabilidad 
por infracción penal del 
adolescente 
Subcategoría 1: Finalidad rehabilitadora de la pena 
Subcategoría 2: El interés superior del menor 
Categoría II: La medida 
socioeducativa privativa de 
libertad   
 
Subcategoría 1: Internamiento del menor 


















































































































































































































































































































































Ficha documental 4 
Objetivo general 
Analizar de qué manera se vulnera la responsabilidad por infracción penal del adolescente con 
la medida socioeducativa privativa de libertad en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 
 
Responsabilidad penal e incumplimiento de la ley 




En la mayoría de los procesos seguidos contra adolescentes en conflicto con la Ley Penal, se incumplen 
las normas que regulan el debido proceso durante la etapa policial, fiscal, juzgamiento y ejecución de las 
sanciones aplicadas a los adolescentes, tanto en su faz sustantiva como adjetiva, vulnerándose sus 
derechos humanos específicos en todas estas instancias por medio de decisiones arbitrarias y 
transgresión de sus garantías procesales, debido a causas de carácter normativo, deficiente regulación 
normativa cognitivo inadecuada capacitación y comprensión de los operadores de la doctrina de la 
protección integral y operativo funcional incumplimiento de funciones de garantía de parte de los 
operadores. 
Análisis La actuación de los juzgado para la aplicación de la norma en caso de los adolescentes comitentes de 
delitos es totalmente contrario al debido proceso, lo que significa que las actuaciones en el ámbito de las 
diligencias e investigaciones sea por parte de los policías y fiscales son totalmente contrarias a las 
normas establecidas para llevar casos delictuales de menores, lo que trae como consecuencia que en la 
atapa de su juzgamiento el juez emita una resolución contraria a los derechos fundamentales de los 
menores. Todas estas situaciones no solo se deben al no respeto de los derechos fundamentales de los 
menores sino también se debe a la trasgresión de los derechos fundamentales derivados de la mala 
regulación normativa, el no respeto de las garantías constitucionales en el proceso y una serie de causas 
que lo único que traen a colación es la afectación de los derechos fundamentales de los menores  
Conclusión Podemos concluir que la mala aplicación de la ley penal para menores en los juzgados penales de los 
menores se debe por una parte por la falta de experiencia de los juzgados ya sea por falta de 
especialización o el uso contrario de las normas procesales para afectar de los derechos fundamentales 
de los menores. Por ello, las garantías del debido proceso y otros principios del proceso penal se ven 
trasgredidos en contra del menor por el desconocimiento y la inexperiencia de los juzgados y por la mala 
aplicación de la ley., lo que deriva el abuso y la arbitrariedad para trasgredir los derechos fundamentales 
de los menores en conflicto de la ley penal.  






Ficha documental 5 
Objetivo específico 1 
Analizar de qué manera el internamiento al menor afecta la finalidad rehabilitadora de la pena 
en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017 
 
Responsabilidad penal y restricción de la libertad 
Fuente (Díaz, 2017, p. 71) 
Contenido de la 
fuente 
Es desde esta perspectiva que revisando el del Decreto Legislativo 1348 no encontramos de 
manera general, ninguna medida específica que sirva para la resocialización del adolescente 
infractor, ni tampoco ningún estudio previo sobre el extracto social y económico del cual en su gran 
mayoría provienen estos adolescentes (…) No es dable ni razonable tener aplicar el “derecho penal 
del enemigo” a la situación de un adolescente infractor de la ley penal, pues eso claramente 
vulneraría el principio del interés superior del niño; es necesario la aplicación de una política integral 
que involucre a la sociedad en su conjunto a fin de entender a cabalidad la realidad de la 
problemática de nuestra juventud con la delincuencia, a partir de ello se podrán formular las 
acciones necesarias para combatir la delincuencia con eficacia.   
Análisis Es evidente que la ley de responsabilidad penal no trae nuevos paradigmas o alternativas de 
mejora respecto de los menores de edad comitentes de delitos, esto es, la finalidad no garantiza 
la resocialización de los menores de edad. Desde esa óptica, se nos ponemos a analizar las 
cuestiones relativas al derechos fundamentales de los menores de edad se ven más trasgredidas 
que protegidos, debido a que no se cumple con la expectativa penal de tratamiento y rehabilitación 
del menor. Por ello, la intervención penal, no es pues, una alternativa correcta para resolver un 
problema que desde luego es más social que punitivo y además vulnera los derechos 
fundamentales de los menores de edad. De allí que surge la idea de que el problema de la 
delincuencia juvenil no se puede resolver desde la óptica del derecho penal sino de las medidas 
más socializadoras como a educación, el trabajo entre otros aspectos.  
Conclusión Al respecto podemos concluir que en efecto el decreto legislativo que crea la responsabilidad penal 
de los niños es totalmente contrario a los fines de la pena en la medida que no solo trasgrede el 
tratamiento en la rehabilitación sino también la ley penal en sí que es totalmente contrario con el 
inter superior del niño y adolescente. Por ello, en vez de trabajarse en medidas de protección como 
la educación, medidas preventivas, el derecho penal con la imposición de la penal lo único que 
hacen es trasgredir los derechos fundamentales de los menores de edad. 
       Fuente propia  
